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INFORME PARA LA VISTA 

presentado en los asuntos acumulados C-206/88 y C-207/88 * 

I. Hechos y procedimiento 

A. Las disposiciones comunitarias 

Por medio de la Directiva 75/442/CEE, de 
15 de julio de 1975, relativa a los residuos 
(DO L 194, p. 39; EE 15/01, p. 129), y de 
la Directiva 78/319/CEE, de 20 de marzo 
de 1978, relativa a residuos tóxicos y peli­
grosos (DO L 84, p. 43; EE 15/02, p. 98), 
el Consejo prescribió la armonización de las 
legislaciones nacionales en lo relativo a la 
gestión de residuos. 

A tenor de las letras a) de los artículos 1 de 
ambas Directivas, se ha de entender por re­
siduo en el sentido en ellas previsto «cual­
quier sustancia u objeto del cual se des­
prenda su poseedor o tenga la obligación de 
desprenderse en virtud de las disposiciones 
nacionales en vigor». 

Según resulta de los considerandos de am­
bas Directivas, el objetivo esencial por ellas 
perseguido es la protección de la salud del 
hombre y del medio ambiente contra los 
efectos perjudiciales causados por la reco­
gida, el transporte, el tratamiento, el alma­
cenamiento y el depósito de los residuos. 

El artículo .4 de la Directiva 75/442 y el ar­
tículo 5 de la Directiva 78/319 encargan a 
los Estados miembros adoptar las medidas 
necesarias para garantizar este objetivo. 

A tal fin los Estados miembros deben esta­
blecer o designar la autoridad o autoridades 
competentes encargadas de la planificación, 
autorización y supervisión de las operacio­
nes de eliminación de los residuos en una 
zona determinada (artículo 5 de la Directiva 
75/442 relativa a los residuos; artículo 6 de 
la Directiva 78/319 relativa a los residuos 
tóxicos y peligrosos). 

Para garantizar el respeto de las medidas 
tomadas por los Estados miembros en virtud 
del artículo 4, el artículo 8 de la Directiva 
75/442 relativa a los residuos prevé que 
todo establecimiento o depósito de residuos 
por cuenta ajena deberá obtener una autori­
zación de la autoridad competente desig­
nada por los Estados miembros en virtud del 
artículo 5. El artículo 9, por su parte, so­
mete a estas empresas a un control perió­
dico de dicha autoridad. 

En cuanto a las empresas que se ocupen del 
transporte, la recogida, el almacenamiento, 
el depósito o el tratamiento de sus propios 
residuos, así como las que recojan o trans­
porten por cuenta ajena sus residuos, el ar­
tículo 10 de la Directiva 75/442 prevé sim­
plemente que estarán sometidas a la viligan-
cia de la autoridad competente prevista en el 
artículo 5. 

La Directiva 78/319 relativa a los residuos 
tóxicos y peligrosos prevé igualmente, en su 
artículo 9, un sistema de autorización y de 
control de los residuos a que la misma se 
refiere. 

* Lengua de procedimiento: italiano. 
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B. La normativa nacional 

Italia adaptó su Derecho interno a las Di­
rectivas 75/442 y 78/319 por el Decreto del 
Presidente de la República n° 915, de 10 de 
septiembre de 1982 (GURI n° 343 de 
15.12.1982, p. 9071). 

A tenor del párrafo 1 del artículo 2 del 
mencionado Decreto, se entiende por resi­
duo: «cualquier sustancia u objeto que de­
rive de la actividad humana o de los ciclos 
naturales, abandonado o destinado al aban­
dono». 

El párrafo 2 del artículo 2 del Decreto rea­
liza una clasificación de los residuos en tres 
categorías: los residuos urbanos (esencial­
mente los residuos sólidos de gran volumen 
y los depositados en espacios públicos); los 
residuos especiales (que comprenden los re­
siduos de procesos industriales y los resul­
tantes de actividades agrícolas, artesanales, 
comerciales, etc.); los residuos tóxicos y pe­
ligrosos (residuos que contengan sustancias 
de las enumeradas en un anexo del De­
creto). 

Los residuos urbanos y especiales, en el sen­
tido de este Decreto, se incluyen en el ám­
bito de aplicación de la Directiva 75/442, 
mientras que los residuos tóxicos y peligro­
sos, igualmente en el sentido del referido 
Decreto, se incluyen en el ámbito de aplica­
ción de la Directiva 78/319. 

En su artículo 25, el Decreto establece san­
ciones penales para los responsables de las 
empresas que gestionen residuos urbanos y 
especiales producidos por terceros sin haber 
obtenido la autorización prevista en la letra 
d) del artículo 6 del propio Decreto. Este 
último precepto atribuye competencia a las 
regiones para conceder la autorización para 
la gestión de los residuos urbanos y especia­
les producidos por terceros. 

C. Los asuntos principales 

Los inculpados en los asuntos principales, 
G. Vessoso y G. Zanetti, fueron acusados 
ante la Pretura de Asti de haber efectuado 
operaciones de gestión de residuos urbanos 
y especiales producidos por terceros sin ha­
ber obtenido previamente la autorización de 
la autoridad regional competente. 

Los inculpados alegaron en su defensa que 
los objetos y sustancias con las que habían 
operado no eran residuos, sino materiales 
recuperables que podían ser objeto de una 
nueva utilización económica, por lo que 
para el desarrollo de sus actividades no era 
exigible autorización alguna. 

Por ello, la Pretura de Asti se vio impulsada 
a suspender los procesos y elevar al Tribu­
nal de Justicia, por sendas resoluciones, am­
bas de 18 de diciembre de 1987, una cues­
tión prejudicial sobre: 

«si el artículo 1 de la Directiva 75/442 del 
Consejo, de 15 de julio de 1975, relativa a 
los residuos, y el artículo 1 de la Directiva 
78/319 del Consejo, de 20 de marzo de 
1978, relativa a los residuos tóxicos y peli­
grosos, debe entenderse en el sentido de que 
en el concepto jurídico de residuos deben 
estar comprendidas también las cosas de las 
que se ha deshecho el poseedor, aunque 
puedan ser objeto de reutilización econó­
mica y en el sentido de que el concepto de 
residuo postula uha confirmación de la exis­
tencia de un animus derelinquendi en el po­
seedor de la sustancia u objeto». 

En su resolución de remisión, el órgano ju­
risdiccional nacional explica que, en Italia, 
se ha producido una jurisprudencia contra­
dictoria sobre la cuestión de si objetos o 
sustancias que pueden ser objeto de una 
nueva utilización económica son o no resi-
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duos, desde el punto de vista jurídico. Pre­
cisa el órgano jurisdiccional nacional que su 
decisión, cuantas veces ha tenido que pro­
nunciarse, siempre ha sido en sentido afir­
mativo. Por lo demás, uno de tales pronun­
ciamientos del referido órgano fue ratifi­
cado por la Corte di Cassazione italiana, 
que estimó que incluso cuando los objetos o 
sustancias de los que se deshace un posee­
dor ofrecen ' posibilidades de nueva utiliza­
ción económica se mantiene un interés pú­
blico en el control de las fases esenciales de 
su gestión (sentencia de 14 de abril de 1987, 
asunto Perino, ņo publicada). A pesar de tal 
intervención de la Corte di Cassazione, la 
Pretura considera que la cuestión sigue 
siendo dudosa y que el Tribunal de Justicia 
debe intervenir con una sentencia que la re­
suelva. 

Por otra parte, expone el órgano jurisdic­
cional que, según una determinada corriente 
jurisprudencial y doctrinal, el concepto de 
residuo es un concepto subjetivo: un objeto 
o una sustancia sólo pueden ser calificados 
como residuo en el supuesto de que su po­
seedor, al deshacerse de ellos, los destine al 
abandono definitivo. Esta interpretación se 
basa en la definición que el Decreto presi­
dencial italiano contiene para el concepto de 
residuo, que gira en torno a la idea de 
abandono de la cosa. Es opinión de la Pre­
tura que tal concepción subjetivista es in­
compatible con la definición de residuo que 
se contiene en las Directivas, que se centra 
únicamente en la conducta del poseedor que 
se deshace de la cosa. La Pretura considera 
que, dada la diversidad de opiniones sobre 
el asunto, también este aspecto debe diluci­
darse por el Tribunal de Justicia mediante la 
oportuna sentencia. 

D. El procedimiento ante el Tribunal de Jus­
ticia 

Las resoluciones de la Pretura de Asti se re­
gistraron ambas en la Secretaría del Tribu­
nal de Justicia el 28 de julio de 1988. 

Conforme al artículo 20 del Protocolo sobre 
el Estatuto del Tribunal de Justicia de la 

CEE, el 21 de octubre de 1988 (asuntos 
C-206/88 y C-207/88) presentó observacio­
nes escritas la Comisión de las Comunida­
des Europeas, representada por el Sr. S. Fa­
bro, miembro de su Servicio Jurídico, en ca­
lidad de Agente; el 10 de noviembre de 
1988 (asunto C-207/88) y el 11 de noviem­
bre de 1988 (asunto C-206/88) lo hizo el 
Gobierno italiano, representado por el Pro­
fesor Sr. L. Ferrari Bravo, Jefe del Servicio 
de lo contencioso diplomático del Ministe­
rio degli affari esteri (Ministerio de Asuntos 
Exteriores), en calidad de Agente, asistido 
del Sr. P. G. Ferri, avvocato dello stato. 

Mediante auto de 23 de noviembre de 1988, 
el Tribunal de Justicia acordó la acumula­
ción de los dos asuntos a los efectos de las 
fases escrita y oral del procedimiento, así 
como de la sentencia. 

Visto él informe del Juez Ponente y oído el 
Abogado General, el Tribunal de Justicia 
decidió iniciar la fase oral sin previo recibi­
miento a prueba. 

Mediante auto de 4 de octubre de 1989, el 
Tribunal de Justicia, con arreglo a los apar­
tados 1 y 2 del artículo 95 del Reglamento 
de Procedimiento, acordó atribuir el asunto 
a la Sala Primera del Tribunal de Justicia. 

II. Observaciones escritas presentadas ante el 
Tribunal de Justicia 

El Gobierno italiano destaca en primer tér­
mino que la definición del concepto de resi­
duo contenida en la letra a) del artículo 1 
de la Directiva 75/442 se centra esencial­
mente en la conducta externa de la persona 
que se deshace de un objeto o de una sus­
tancia, y no en la intención que motiva tal 
conducta; La circunstancia de que la per­
sona que se deshace de, là cosa intente obte­
ner por ella una contrapartida no desvirtúa, 
en opinión del Gobierno italiano, su natura­
leza de residuo. 
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Resalta a continuación el Gobierno italiano 
que, a tenor de la letra a) del artículo 1 de 
la Directiva 75/442, son residuos no sólo 
los objetos o sustancias de los que se des­
hace el poseedor por su propia voluntad, 
sino también aquellos de los que está obli­
gado a deshacerse por la legislación nacio­
nal. Algunos residuos de esta última clase, 
observa, pueden ofrecer ciertamente posibi­
lidades de nueva utilización económica. Por 
otra parte, el segundo guión de la letra b) 
del artículo 1 y el apartado 1 del artículo 3 
de esta misma Directiva parecen indicar, 
siempre según las observaciones del Go­
bierno italiano, que la reutilización es uno 
de los objetivos prioritarios de la recogida y 
eliminación de residuos y este concepto in­
cluye, pues, los objetos y sustancias suscep­
tibles de nueva utilización económica. 

En consecuencia, el Gobierno italiano su­
giere que se conteste a la cuestión prejudi­
cial como sigue: 

«Según la Directiva 75/442, la ausencia de 
voluntad de abandono en el poseedor o la 
posibilidad de una nueva utilización econó­
mica no son obstáculo para la calificación 
de residuo ni, por tanto, para el someti­
miento a las normas disciplinarias que de 
ello deriven conforme a lo que establezcan 
las legislaciones nacionales.» 

Según la Comisión, del tenor de los artículos 
1 de las Directivas 75/442 y 78/319 resulta 
que el concepto de residuo incluye todo ob­

jeto o sustancia del que se desprenda su po­
seedor, prescindiendo de la manera en que 
se efectúe la eliminación y de la intención 
que motive a ésta. 

Estima la Comisión que esta interpretación 
es la única que garantiza, además, el eficaz 
funcionamiento del sistema de control y de 
autorización establecidos por las dos Direc­
tivas, pues si su aplicación se supedita a la 
intención que subyace en una operación de 
gestión o, incluso, de una virtual reincorpo­
ración de la cosa abandonada al circuito 
económico este sistema puede ser soslayado 
con toda facilidad. 

Por ello, la Comisión propone dar a la cues­
tión prejudicial la siguiente respuesta: 

«El artículo 1 de la Directiva 75/442 del 
Consejo, de 15 de julio de 1975, relativa a 
los residuos, y el artículo 1 de la Directiva 
78/319 del Consejo, de 20 de marzo de 
1978, relativa a los residuos tóxicos y peli­
grosos, han de entenderse en el sentido de 
que el concepto jurídico de residuo incluye 
a toda sustancia y a todo objeto de los que 
se desprenda su poseedor, sea cual sea el 
motivo, razón o causa que lo lleven a ello.» 

R. Joliét 
Juez Ponente 
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